
134
DIARIO

OFICIAL

Edición 45.416

Martes 30 de diciembre de 2003

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La Nación se asocia a la conmemoración del primer
centenario de la fundación del municipio de Albán, departamento de
Nariño, a celebrarse el 20 de julio de 2003.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2003.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.

LEY 866 DE 2003

(diciembre 30)

por medio de la cual la Nación se asocia a la celebración de los cien (100) años de la fundación

del municipio de Albán en el departamento de Nariño.

*  *  *

LEY 868 DE 2003

(diciembre 30)

por la cual se modifica parcialmente la planta de personal de la Cámara de Representantes,

en desarrollo del artículo 150, numeral 20 de la Constitución Política.

“El Congreso de Colombia
DECRETA:”

Artículo 1º. Adiciónase el artículo 382 de la Ley 5ª de 1992, así:
“4.3.2 Sección de Contabilidad”
Artículo 2º. Adiciónase el artículo 383 de la Ley 5ª de 1992, así:
“4.3.2 Sección de Contabilidad”

No. cargos Nombre del cargo Grado

1 Jefe de Sección 09
2 Asistente de Contabilidad 05
3

Artículo 3º. Reestructúrese la planta de personal de la Cámara de
Representantes, para integrar la Sección de Contabilidad, en el siguiente
sentido:

Modifíquese el artículo 383 de la Ley 5ª de 1992, numeral 4.3,
disponiendo que los dos (2) Asistentes de Contabilidad, Grado 05,
adscritos a la División Financiera y Presupuesto, pasarán a la Sección de
Contabilidad.

Parágrafo 1º. El Jefe de la Sección de Contabilidad deberá acreditar
título profesional de contador público, título de formación avanzada o
postgrado y dos (2) años de experiencia profesional.

Parágrafo 2º. Los asistentes de contabilidad Grado 05, de acuerdo con
el artículo 63 de la Resolución MD-0975 de 1995, por la cual se establece
el Estatuto de Administración de Personal para los servidores públicos
de la honorable Cámara de Representantes, deben cumplir como requi-
sito mínimo: Título de formación universitaria afín al área contable o
profesional de Contador Público y (1) un año de experiencia profesional.

Parágrafo 3º. Los funcionarios cuyos cargos son objeto de reestructu-
ración conservarán todos los derechos laborales que ostentaban antes de
la vigencia de la presente ley.

Artículo 4º. Funciones de los Jefes de Sección de Contabilidad. Los
Jefes de Sección de Contabilidad del Congreso de la República (Senado
y Cámara de Representantes), tendrán las siguientes funciones:

1. Preparar y presentar los estados financieros de la corporación
(Balance General, Estado de Actividad económica financiera y legal,
Estado de cambios en el patrimonio), con sus respectivas notas explica-
tivas.

2. Elaborar, organizar y analizar los comprobantes, registros, libros y
formularios exigidos para la contabilización de la información, de tal
manera que se garantice el cumplimiento de las etapas del proceso
contable de identificación, clasificación, medición y valuación, registro
y revelación de los hechos financieros económicos y sociales que
suceden en la entidad.

3. Coordinar al interior del grupo de contabilidad las tareas relaciona-
das con el análisis y revisión de la información contable que se origina en
las áreas de tesorería, presupuesto de almacén, y elaborar conciliaciones
periódicas con estas áreas.

4. Llevar en forma ordenada y al día los libros auxiliares de contabi-
lidad, conforme a las normas técnicas definidas en el plan general de
contabilidad pública.

5. Llevar y mantener al día las conciliaciones bancarias de la entidad.
6. Adoptar los mecanismos de control interno y autocontrol implícito

en las funciones de su área y verificar su cumplimiento.
7. Rendir los informes que se le soliciten y los que por ley esté

obligado.
8. Elaborar, revisar y presentar las declaraciones tributarias.
9. Certificar con su firma, acompañada del correspondiente número de

tarjeta profesional, que los saldos fueron tomados fielmente de los libros
de contabilidad, llevados conforme a las normas legales de contabilidad
pública y que las cifras registradas en ellos, reflejan en forma fidedigna
la situación financiera de la entidad.
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10. Supervisar las actividades del personal a cargo y calificarlos
conforme a las normas legales sobre Carrera Administrativa.

11. Las demás que le sean asignadas por leyes y normas reglamenta-
rias posteriores de acuerdo con la naturaleza de su cargo.

Artículo 5º. Funciones del Asistente de Contabilidad. El asistente de
Contabilidad Grado 05, de la Sección de Contabilidad de la Cámara de
Representantes, tendrá las siguientes funciones:

1. Verificar la calidad de los estados financieros.
2. Recopilar la información base para los estados financieros.
3. Registrar, clasificar, analizar, interpretar y suministrar información

confiable y significativa relativa a las transacciones y acontecimientos de
índole financieros.

4. Comprobar la autenticidad con responsabilidad de la información
recogida.

5. Preparar y elaborar los estados financieros.
6. Velar por la adecuada conservación de los libros de contabilidad y

los respectivos documentos soporte conforme a las normas técnicas del
plan general de Contabilidad Pública.

7. Las demás que le asigne el Jefe de Sección de Contabilidad, acorde
con la naturaleza de su cargo.

Artículo 6º. El Gobierno Nacional autorizará las partidas presupuestales
correspondientes para el cumplimiento de la presente ley.

Artículo 7º. El inciso primero del artículo 388 de la Ley 5ª de 1992
quedara así:

Artículo 388. Unidad de trabajo legislativo de los Congresistas.
Cada Congresista contará, para el logro de una eficiente labor legislativa,
con una Unidad de Trabajo a su servicio, integrada por no más de 10
empleados y/o contratistas. Para la provisión de estos cargos cada
Congresista postulará, ante el Director Administrativo, en el caso de la
Cámara y ante el Director General o quien haga sus veces, en el caso del
Senado, el respectivo candidato para su libre nombramiento y remoción
o para su vinculación por contrato.

Artículo 8º. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su
promulgación y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2003.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

OBJECIONES

Bogotá, D. C., 30 de diciembre de 2003

Doctor

GERMAN VARGAS LLERAS

Presidente

SENADO DE LA REPUBLICA

Ciudad

Ref.: Proyecto de ley 258 de 2003 Cámara, 121 de 2002 Senado, por la cual se crea
el Sistema de Identificación e Información de Ganado Bovino.

Respetado señor Presidente:

Sin la correspondiente sanción presidencial, el Gobierno Nacional se permite devolver,
por razones de inconstitucionalidad parcial e inconveniencia el Proyecto de ley 258 de 2003

Cámara, 121 de 2002 Senado, por la cual se crea el Sistema de Identificación e Información
de Ganado Bovino.

Sea lo primero anotar que el Gobierno considera que el proyecto es de vital importancia

para el país salvo en la parte que se objeta por las razones que se exponen a continuación.

Objeción por inconstitucionalidad parcial del artículo 3°

El artículo 3º del Proyecto de ley 258 de 2003 Cámara, 121 de 2002 Senado establece:

Artículo 3°. El Sistema Nacional de Identificación e Información de Ganado Bovino

estará a cargo del Gobierno Nacional a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo

Rural, quien a su vez podrá contratar la administración con la Federación Colombiana de

Ganaderos, Fedegán, la cual será responsable de la ejecución y puesta en marcha del Sistema.

Para efectos de lo anterior Fedegán podrá apoyarse en las organizaciones de ganaderos

u otras organizaciones del sector legalmente constituidas y delegar en ellas las funciones que

le son propias como entidad administradora del sistema.

Los apartes que se subrayan del artículo tercero del proyecto de ley en cuestión vulnera

el ordenamiento superior en sus artículos 13, 150 numeral 9 y 333 porque favorece a una sola

entidad de derecho privado, e impide la libre concurrencia para contratar con el Estado de
otras entidades y personas que desarrollan actividades iguales o similares que las que

desarrolla la Fedegán o incluso sin constituir un gremio pueden desarrollar técnicamente la

actividad de identificación e información a que se refiere el proyecto que nos ocupa.

En relación con el derecho a la Igualdad la Corte Constitucional ha señalado en Sentencia

C-022-96 que:

“Una vez se ha determinado la existencia fáctica de un tratamiento desigual y la materia

sobre la que él recae (cf. 6.3.1.), el análisis del criterio de diferenciación se desarrolla en tres

etapas, que componen el test de razonabilidad y que intentan determinar:

“a) La existencia de un objetivo perseguido a través del establecimiento del trato

desigual;

“b) La validez de ese objetivo a la luz de la Constitución;

“c) La razonabilidad del trato desigual, es decir, la relación de proporcionalidad entre ese

trato y el fin perseguido.

“El concepto de proporcionalidad comprende tres conceptos parciales: La adecuación

de los medios escogidos para la consecución del fin perseguido, la necesidad de la utilización

de esos medios para el logro del fin (esto es, que no exista otro medio que pueda conducir

al fin y que sacrifique en menor medida los principios constitucionales afectados por el uso

de esos medios), y la proporcionalidad en sentido estricto entre medios y fin, es decir, que

el principio satisfecho por el logro de este fin no sacrifique principios constitucionalmente

más importantes.

“En el caso concreto del principio de igualdad, el concepto de proporcionalidad

significa, por tanto, que un trato desigual no vulnera ese principio solo si se demuestra que

es (1) adecuado para el logro de un fin constitucionalmente válido; (2) necesario, es decir,

que no existe un medio menos oneroso, en términos del sacrificio de otros principios

constitucionales, para alcanzar el fin; y (3) proporcionado, esto es, que el trato desigual no

sacrifica valores y principios (dentro de los cuales se encuentra el principio de igualdad) que

tengan un mayor peso que el principio que se quiere satisfacer mediante dicho trato”.

En el caso que nos ocupa, se aduce como razón para privilegiar una entidad privada el

que ha desarrollado un programa de erradicación de la fiebre aftosa y se indica que dicho

programa posee una infraestructura adecuada para llevar a cabo la finalidad que busca la ley,

todo lo cual puede ser cierto pero no demuestra la necesariedad de la contratación con

Fedegán, esto es la inexistencia de otros medios iguales o mejores para la realización de los

objetivos que el proyecto persigue.

Adicionalmente, de conformidad con el artículo 333 de la Constitución Política, “la

actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común”,

y como lo ha expresado la Corte Constitucional, la libre competencia “exige la garantía de

ciertas libertades básicas, que algunos doctrinantes1 han condensado en:

a) La necesidad que los agentes del mercado puedan ejercer una actividad económica

libre, con las excepciones y restricciones que por ley mantiene el Estado sobre determinadas

actividades;

b) La libertad de los agentes competidores para ofrecer, en el marco de la ley, las

condiciones y ventajas comerciales que estimen oportunas, y

c) La libertad de los consumidores o usuarios para contratar con cualquiera de los agentes

oferentes, los bienes o servicios que requieren.

“La Constitución contempla la libre competencia como un derecho. La existencia del

mismo presupone la garantía de las mencionadas condiciones, no solo en el ámbito general

de las actividades de regulación atenuada, propias de la libertad económica, sino también en

aquellas actividades sujetas a una regulación intensa pero en las cuales el legislador, al

amparo de la Constitución, haya previsto la intervención de la empresa privada.

“Se tiene entonces que, por un lado, a la luz de los principios expuestos, el Estado, para

preservar los valores superiores, puede regular cualquier actividad económica libre introdu-

ciendo excepciones y restricciones sin que por ello pueda decirse que sufran menoscabo las

libertades básicas que garantizan la existencia de la libre competencia. Por otro lado dichas
regulaciones solo pueden limitar la libertad económica cuando y en la medida en que, de

acuerdo con los principios de razonabilidad y proporcionalidad, ello sea necesario para la

protección de los valores superiores consagrados en la Carta”.2

1 Juan Jorge Almonacid Sierra y Nelson Gerardo García Lozada, Derecho de la Competencia, Legis,

Bogotá, 1998, página 40.

2 C-616-01.


